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OBSERVACIONES Y PROPUESTAS DEL CERMI EN RELACIÓN CON EL PROYECTO DE REAL DECRETO POR EL QUE SE REGULA LA SUSCRIPCIÓN DE CONVENIO ESPECIAL POR LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD QUE TENGAN ESPECIALES DIFICULTADES DE INSERCIÓN LABORAL
Este Proyecto de Real Decreto responde al mandato de la disposición adicional segunda 3 de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del sistema de Seguridad Social, que establece lo siguiente:

“En el plazo de seis meses desde la promulgación de esta Ley, el Gobierno regulará una nueva modalidad de Convenio especial que puedan suscribir las personas con discapacidad con especiales dificultades de inserción laboral para la cobertura de las prestaciones por jubilación, por muerte y supervivencia.”.

Este proyecto de Real Decreto supone un importante avance en la protección social de las personas con discapacidad, por lo que debe felicitarse tanto la iniciativa legislativa materializada en agosto de 2011, como la voluntad política del Gobierno actual a la hora de intentar desarrollar en poco tiempo el mandato legal. 
El CERMI considera globalmente positivo el proyecto sometido a consulta y estima que será relevante para la extensión de la protección social de la parte de las personas con discapacidad que más expuestas están a la vulnerabilidad y a la precariedad de derechos.
Se exponen a continuación algunas consideraciones y propuestas del CERMI con vistas a mejorar el Proyecto:

PROPUESTA 1: AL PREÁMBULO

Agregar un párrafo en el que se deje constancia de que la disposición normativa ha sido sometida a consultas de las principales instancias con interés en su objeto, con esta redacción:
“El presente real decreto ha sido sometido a consulta de los interlocutores sociales y de las organizaciones representativas de las personas con discapacidad y sus familias; y ha recibido informe del Consejo Nacional de la Discapacidad.”

PROPUESTA 2: ARTÍCULO 1.1.e)


JUSTIFICACIÓN

El borrador exige que la persona solicitante del convenio lleve inscrita como desempleada demandante de empleo por un periodo de 12 meses inmediatamente anteriores. La Memoria lo justifica en el hecho de que quede suficientemente acreditado que se ha intentado obtener empleo por parte del solicitante del convenio especial, ya que la dificultad de inserción laboral de este grupo de personas con discapacidad es la esencial razón de ser del proyecto. Esta justificación es certera y atinada. Sin embargo, no creemos que la exigencia exclusiva de inscribirse como demandante de empleo en los servicios públicos de empleo sea apropiada en relación con este grupo ciudadano (no olvidemos que se trata de personas con discapacidad con grandes necesidades de apoyo y por tanto con dificultades graves de inserción laboral). Sabemos que esta colectividad de personas en muchos casos no se inscribe en los servicios públicos de empleo pues sus posibilidades de colocación son pequeñas cuando no nulas y los servicios de promoción de empleo no son siempre inclusivos ni accesibles, lo cual provoca cierto desánimo, que hace que no se acerquen a los mismos. Por otra parte, no nos parecería conveniente alentar la mera inscripción dirigida a cumplir un requisito, circunstancia que, como en otros casos (obtención de descuentos…) se ha observado que incrementa muchas veces de forma un tanto artificial el registro de personas desempleadas. 

Proponemos, por ende, que este requisito se pueda justificar de dos formas: 1ª) la reseñada en el proyecto, ampliada a la inscripción en agencias de colocación autorizadas, una posibilidad que generaliza el Real Decreto-Ley 3/2011, de reforma laboral y que tiene su regulación en el  Real Decreto 1796/2010, de 30 de diciembre, por el que se regulan las agencias de colocación. 2ª) La acreditación de la falta de ocupación, mediante la presentación de informe de vida laboral que demuestre que el solicitante del convenio no ha estado en alta en ningún Régimen de Seguridad Social. 
PROPUESTA

El artículo 1.1.e) del Proyecto, quedaría redactado de la siguiente forma:
“e) Encontrarse inscritas en los servicios públicos de empleo o agencias de colocación como personas desempleadas demandantes de empleo por un período mínimo de doce meses, inmediatamente anteriores a la fecha de la solicitud de suscripción del convenio especial, o no encontrarse en alta en cualquiera de los Regímenes de Seguridad Social en ese mismo período”.

Asimismo, el artículo 2.4, segundo párrafo, quedaría de la siguiente manera:

“Por su parte, la inscripción como persona desempleada demandante de empleo o la falta de ocupación, se acreditará mediante certificado emitido por el Servicio Público de Empleo Estatal, por el servicio público de empleo de la respectiva Comunidad Autónoma o por la agencia de colocación, o bien, en su caso, mediante informe de vida laboral emitido por la Tesorería General de Seguridad Social, aportándose también junto con la solicitud del convenio. 

PROPUESTA 3: ARTÍCULO 1.1.f)


JUSTIFICACIÓN

Según el proyecto, uno de los requisitos que se exigen es que, el solicitante del convenio, no sea beneficiario de pensiones de jubilación o invalidez, tanto en su modalidad contributiva como no contributiva. 

Nos parece correcto este requisito en el caso de las pensiones contributivas, pero nos oponemos totalmente a que se extienda a las pensiones no contributivas. 

Buena parte de las personas con discapacidad que podrían suscribir el convenio, son y serán previsiblemente beneficiarias de pensiones no contributivas y no parece lógico que tuviesen que renunciar a esta pensión (357,70 euros/mes) durante al menos 15 años y cotizar la cuota del convenio durante al menos esos 15 años para luego obtener una pensión que la propia Memoria del proyecto ya prevé que será la pensión mínima del sistema, que para este año 2012, está fijada en 618,90 euros mensuales en supuestos de unidad familiar unipersonal; en 763,60 euros/mes cuando se tiene cónyuge a cargo y en 587,00 euros/mes en supuestos de tener cónyuge pero no a cargo.
El argumento que se expone en la Memoria para justificar la incompatibilidad citada es, el siguiente: “En el caso de un pensionista de invalidez, porque resultaría contradictorio compatibilizar una pensión del sistema de Seguridad Social que se otorga, entre otros requisitos, por carecer de rentas o ingresos suficientes, con la suscripción de un convenio que determina la obligación de ingresar la cotización que corresponda por el mismo”.  Este argumento se considera que no se sostiene ya que el propio proyecto, en su artículo 6, se remite, en lo que se refiere a los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar, al artículo 8 de la Orden TAS/2865/2003, de 13 de octubre, que precisamente prevé que puedan actuar como sustitutos del cumplimiento de esta obligación de cotizar las personas físicas o jurídicas que asuman voluntariamente esta obligación. En consecuencia, los progenitores o cualquier otro familiar o allegado, que pueden no pertenecer a la unidad de convivencia tenida en consideración a la hora de determinar la capacidad económica para la concesión o no de la pensión no contributiva, podrían asumir a su cargo el coste del convenio. Incluso, cabe la posibilidad que en convenio colectivo, la empresa pueda asumir parte o la totalidad de esa aportación, si así se pacta, en concepto de prestación social a las familias de los trabajadores de la misma. 
PROPUESTA

El artículo 1.1.f) quedaría redactado de la forma siguiente:

“f) No tener la condición de pensionistas de jubilación o de incapacidad permanente, en su modalidad contributiva.”

Consecuentemente, el artículo 1.1.d) queda de la siguiente manera:

“d) No figurar en alta o en situación asimilada a la de alta en cualquiera de los regímenes del sistema de la Seguridad Social”

12 de abril de 2012.
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